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Resumen: en esta ponencia se pretende examinar, en un primer 
momento, algunos de los desarrollos recientes que ha tenido el 
derecho a la protección de la salud como parte de los derechos 
económicos, sociales, culturales y ambientales, específicamen-
te a partir de los estándares interpretativos que ha diseñado la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. En una segunda 
aproximación, se reivindica el concepto de “democracia sani-
taria” como una construcción jurídica y política a partir de la 
cual no solo es posible sino deseable entender al bienestar de 
las personas como una de las piedras de toque del Estado cons-
titucional. Se argumenta que la democracia sanitaria posibilita 
una transformación de las y los pacientes a ciudadanas y ciuda-
danos sanitarios activos en la salvaguarda no solo del derecho a 
la protección de la salud sino de otras prerrogativas y libertades 
públicas fundamentales para un determinado proyecto vital. Lo 
dicho, definitivamente, tiene un impacto particular en la post
pandemia, la cual obliga a tener un adecuado sentido jurídico 
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y político de anticipación para prevenir las contingencias de 
salud que vendrán en el futuro.

Abstract: in this presentation, the aim is to examine, initially, 
some of the recent developments in the right to health protec-
tion as part of economic, social, cultural, and environmental 
rights, specifically based on the interpretative standards desig-
ned by the Inter-American Court of Human Rights. In a second 
approach, the concept of “sanitary democracy” is advocated as 
a legal and political construct from which it is not only possible 
but desirable to understand the well-being of individuals as a 
cornerstone of the constitutional state. It is argued that sani-
tary democracy enables a transformation of patients into active 
health citizens, safeguarding not only the right to health protec-
tion but also other fundamental public prerogatives and freedo-
ms for a particular life project. Indeed, what has been said defi-
nitely has a particular impact in the post-pandemic era, which 
requires an adequate legal and political sense of anticipation to 
prevent health contingencies that may arise in the future.
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I. Introducción

El derecho a la protección de la salud mostró de manera palma-
ria la importancia de reivindicar adecuadamente sus contenidos 
en la realidad social durante la pandemia COVID-19. Muchos 
sistemas sanitarios quedaron rebasados por la contundencia del 
entonces nuevo coronavirus, pues sus infraestructuras lucieron 
realmente insuficientes para afrontar una crisis de tal calado. A 
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casi un lustro de distancia desde que la Organización Mundial 
de la Salud (OMS) hizo la declaratoria de emergencia global, vi-
vimos en una nueva normalidad o en una postpandemia en la 
cual es del todo necesario articular el entramado jurídico con 
las políticas públicas en materia de salud pública para prevenir 
de una manera adecuada las crisis sanitarias del futuro, las cua-
les llegarán invariablemente en algún momento u otro. Igual de 
importante que lo anterior es edificar desde este momento una 
ciudadanía sanitaria como piedra de toque de una democracia 
sanitaria en donde haya una interrelación directa entre perso-
nal de salud, empresas farmacéuticas, pacientes y ciudadanía en 
general, teniendo al diálogo como eje rector e idea directriz de 
todos estos procesos.

El objetivo de esta ponencia, al tenor de lo anterior, es expo-
ner algunas consideraciones sobre el derecho a la protección de 
la salud y la construcción de una democracia sanitaria en la post
pandemia. Primero, entonces, se hará una referencia a la impor-
tancia de seguir adecuadamente los estándares interpretativos de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos —Corte IDH— 
relativos a prestaciones básicas y específicas de salud, particu-
larmente frente a situaciones de urgencia o emergencia médica, 
lo cual se amplificó durante la contingencia sanitaria. Luego se 
expondrán elementos muy breves sobre igualdad, solidaridad y 
democracia a la luz de la propia pandemia, para enseguida esta-
blecer algunas viñetas en la construcción de una democracia sa-
nitaria. Finalmente, se establece un breve planteamiento conclu-
sivo para que las y los lectores formulen sus propias opiniones.

II. Generalidades sobre el derecho  
a la protección de la salud

Es indiscutible la importancia de este derecho fundamental 
“como garantía al derecho a la vida”,1 lo cual habla de su evidente 
interconexión. Es un binomio básico, no obstante que cada una 

1	 Pereira Jardim, Lourdes y Heredia Martínez, Henny Luz, “Conjeturas sobre 
el derecho social y la salud en Venezuela”, Revista Latinoamericana de Dere-
cho Social, núm. 18, México, enero-junio de 2014, p.  6.
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de estas prerrogativas tenga sus propias particularidades para 
efectos de técnica jurídica, legislativa, constitucional, interpreta-
tiva y argumentativa, siendo todas esferas de suma importancia.

La concepción del derecho a la protección de la salud debe 
observar una visión tanto igualitaria como libertaria.2 Libertad  
e igualdad fungen como nichos en donde la salud se desarrolla 
en clave dialógica: el ejercicio del derecho a la salud debe darse 
de forma libre y su acceso tiene que presentarse de manera igua-
litaria, a manera de un ciclo con fases plenamente diferenciadas 
pero igualmente integradas en un patrón que apele a la satisfac-
ción de las demandas sociales sin que la cuestión sanitaria sea un 
pretexto, impedimento u obstáculo como tal.

En México el derecho a la protección de la salud fue recono-
cido mediante una reforma constitucional publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 3 de febrero de 1983, la cual añadió un 
nuevo tercer párrafo al artículo 4 constitucional, para establecer 
lo siguiente: ”Toda persona tiene derecho a la protección de la 
salud. La ley definirá las bases y modalidades para el acceso a 
los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federa-
ción y las entidades federativas en materia de salubridad general, 
conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta 
Constitución”.3 Como es viable apreciar, lo primero que se deter-
mina es que las personas tenemos derecho “a la protección” de 
la salud y no una salud en términos más ambiguos, genéricos o 
vagos. Es decir, se busca una salvaguarda y una garantía plena de 
la salud en todos los sentidos posibles. La protección de la salud 
se refiere, pues, al derecho que tiene cualquier individuo a que su 
bienestar se cuide y ponga a salvo de potenciales peligros, riesgos 
o amenazas por parte de agentes externos.

Un segundo aspecto relevante de esta disposición constitu-
cional que merece tratarse por separado es el relativo a la defi-

2	 Una aproximación a dichas perspectivas se puede ubicar en Montiel, Lucía, 
“Derecho a la salud en México. Un análisis desde el debate teórico contem-
poráneo de la justicia sanitaria”, Revista IIDH, núm. 40, San José, julio-di-
ciembre de 2004,  pp. 291-313.

3	 Un análisis al respecto puede encontrarse en Soberanes Fernández, José 
Luis, Derechos humanos y su protección constitucional, México, Porrúa-Ins-
tituto Mexicano de Derecho Procesal Constitucional, 2012, pp. 131 y ss.
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nición de una serie de bases y modalidades para poder acceder a 
los servicios de salud, entendidos estos como toda la infraestruc-
tura, recursos, elementos técnicos y funcionales, instalaciones, 
fármacos, profesionales de la Medicina y todos aquellos factores 
operacionales para el sistema sanitario.

La tercera cuestión que hay que determinar con claridad a 
partir de este derecho fundamental es la inherente al federalismo 
sanitario. La ley de leyes puntualiza que habrá una obligación de 
que tanto el orden de Gobierno federal como el estatal concurran 
a la materia de salubridad general; mediante una interpretación 
extensiva, es dable agregar el resto de instancias de gobierno a 
este sistema de distribución de competencias, i. e., a los muni-
cipios —sin dejar de tener en cuenta que la Ciudad de México 
es también una entidad federativa—, si bien es cierto que la Ley 
General de Salud pone énfasis en la distribución de competen-
cias solo entre federación y entidades federativas. Es importante 
también tener en cuenta que el derecho a la protección de la sa-
lud es un caso de un derecho fundamental en el que hay que vis-
lumbrar medidas de reparación y remedios administrativos en el  
ámbito no jurisdiccional.4 Cobra pues una enorme relevancia  
el papel de los mecanismos no jurisdiccionales para hacer valer 
los derechos y de las instituciones especialmente diseñadas para 
tales fines, como sería en el caso mexicano la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos.

III. Estándares interpretativos en materia del  
derecho a la protección de la salud y COVID-19

Es muy conocido que la Corte IDH en el Caso Poblete Vilches5 ha 
entrado al análisis del contenido, alcance y operatividad del dere-
cho a la protección de la salud como derecho humano autónomo, 
a partir de diversos estándares: 

4	 Véase por ejemplo Díaz Pérez, Alejandro, “Reflexiones sobre la protección 
no judicial del derecho a la salud”, Revista Latinoamericana de Derecho So-
cial, núm. 28, México, enero-junio de 2019, pp. 35-70.

5	 Corte IDH. Caso Poblete Vilches y otros vs. Chile. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia del 8 de marzo de 2018. Serie C, núm. 346, https://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_349_esp.pdf 
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a)	 Deber de regulación: los Estados son responsables de re-
gular con carácter permanente la prestación de servicios 
públicos y privados, apuntando a una prestación de servi-
cios de calidad.

b)	 Retomando lo dicho por la Observación General número 
14 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales de la ONU,6 la Corte Interamericana señala que cuatro 
elementos esenciales e interrelacionados deben satisfacerse 
en materia de salud: disponibilidad, accesibilidad, acepta-
bilidad y calidad. La disponibilidad implica contar con un 
número de establecimientos, bienes y servicios de salud, así 
como programas integrales, buscando en todo momento la 
coordinación adecuada. La accesibilidad entra que los es-
tablecimientos, bienes y servicios de emergencia de salud 
deban ser accesibles a todas las personas, en clave de no 
discriminación, accesibilidad física, accesibilidad econó-
mica, acceso a la información e inclusión. La aceptabilidad 
tiene que ver con un respeto de la ética médica y los crite-
rios culturalmente apropiados, incluyendo perspectiva de 
género, condiciones del ciclo de vida del paciente y acceso 
pleno a la información en términos del diagnóstico y trata-
miento. La calidad, mientras tanto, se basa en contar con 
una infraestructura adecuada y necesaria para satisfacer las 
necesidades básicas y urgentes, abarcando cualquier tipo de 
herramienta o soporte vital y recursos humanos calificados.

c)	 Como condición transversal de la accesibilidad, el Estado 
está obligado a garantizar un trato igualitario a todas las 
personas que accedan a los servicios de salud, sin discri-
minación alguna.

d)	 En el caso Suárez Peralta,7 la Corte se refirió a que debe 
haber mecanismos de supervisión y fiscalización esta-
tal de las instituciones de salud públicas y privadas, lo  

6	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación gene-
ral núm. 14: El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud, 11 de 
agosto de 2000.

7	 Corte IDH. Caso Suárez Peralta vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 21 de mayo de 2013. Serie 
C, núm. 261, https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_261_
esp.pdf 
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cual tiene que ver igualmente con la rendición de cuentas 
en un contexto democrático.

En el caso Poblete Vilches, la Corte entiende a la salud, no solo 
como la ausencia de afecciones o enfermedades, sino también a 
un estado completo de bienestar físico, mental y social, derivado 
de un estilo de vida que permita alcanzar a las personas un balan-
ce integral. El Tribunal ha precisado que la obligación general se 
traduce en el deber estatal de asegurar el acceso de las personas 
a servicios esenciales de salud, garantizando una prestación mé-
dica de calidad y eficaz, así como de impulsar el mejoramiento de 
las condiciones de salud.

Como afirmaba el doctor Diego Valadés8 en una entrevista 
durante la pandemia, el COVID-19 afectó la Constitución porque 
supone un proceso de desconstitucionalización y limitaciones a 
ciertos tipos de libertades, además de que en el futuro obligará  
a una reflexión sobre las formas de organización y funcionamien-
to de los órganos del Estado; asimismo, entraña la necesidad de 
pensar y repensar los problemas de inseguridad, pobreza e injus-
ticia que se han acumulado por décadas. Por eso que el derecho 
debe pensarse en clave no solo preventiva sino transformadora, 
lo cual nos lleva al siguiente tema.

Una de las lecciones que dejó la pandemia COVID-19, sin 
duda alguna, fue la profundización de la desigualdad en múltiples 
frentes. En un planeta donde desafortunadamente la iniquidad 
prevalece, este tópico se ha acentuado y ha provocado que regio-
nes enteras carezcan de un efectivo acceso y ejercicio al derecho 
a la protección de la salud, que junto con el derecho a la vida, son 
dos ejes centrales ante la crisis desatada desde hace ya práctica-
mente un par de años.

Según datos de la empresa de análisis científicos Airfinity, los 
países que integran el G-20 han recibido la escandalosa cantidad 
de 15 veces más dosis de inmunizaciones contra el COVID-19 per 
cápita que los países de África Subsahariana.9 En octubre, apenas 

8	 El Universal, “Por qué el Covid-19 afecta la Constitución”, https://www.elu-
niversal.com.mx/ciencia-y-salud/por-que-el-covid-19-afecta-la-constitucion/

9	 UNICEF, “Los miembros del G20 han recibido 15 veces más dosis de vacu-
nas contra la COVID-19 per cápita que los países de África Subsahariana”, 
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15 países de este continente habían vacunado al 10% de su pobla-
ción, al decir de la propia OMS. Igualmente, en la mitad de los 52 
países africanos, solo un 2% de sus habitantes habían recibido al-
guna inmunización, evidenciando un estado absoluto de injusticia 
y satisfacción de los derechos fundamentales antes señalados.10

Al final del día, la pandemia estableció varias dicotomías jurí-
dico-políticas: vigilancia totalitaria o empoderamiento ciudadano, 
por un lado, y aislamiento nacionalista o solidaridad global por el 
otro. De cara a las pandemias que vendrán, será necesaria la rei-
vindicación de la globalización política, pues únicamente la solida-
ridad, la colaboración, la fraternidad, el espíritu de comunidad y la 
cooperación global permitirán salir de las posibles crisis futuras.

IV. La necesidad de una democracia sanitaria

Una mejor salud global puede ser posible si se articula una ins-
titucionalidad precisamente mundial mucho más robusta en 
materia sanitaria, empezando por la OMS y la necesidad de que 
amplíe, consolide, expanda y reconfigure sus atribuciones, de tal 
suerte que sus determinaciones se sigan tajantemente por todos 
los Estados miembros de las Naciones Unidas sin excepción, evi-
tando así muchas arbitrariedades, diferencias de criterio y accio-
nes más bien populistas que tuvieron lugar sobre todo en el pun-
to más álgido de la crisis por el nuevo coronavirus.

Como lo ha dicho desde hace años Luigi Ferrajoli, institucio-
nes como la propia OMS requieren ser dotadas de todos aquellos 
medios y poderes que sean necesarios para garantizar el cum-
plimiento de sus funciones de salvaguarda de las prestaciones 
sanitarias.11 En esta institución, ni duda cabe, debe encabezar la 
gobernanza sanitaria mundial, sin dejar lugar a dudas de su auto-

https://www.unicef.org/chile/comunicados-prensa/los-miembros-del-g20-
han-recibido-15-veces-más-dosis-de-vacunas-contra-la-covid

10	 Idem.
11	 El País, “Luigi Ferrajoli, filósofo: ‘Los países de la UE van cada uno por 

su lado defendiendo una soberanía insensata’”, https://elpais.com/
ideas/2020-03-27/luigi-ferrajoli-filosofo-los-paises-de-la-ue-van-ca-
da-uno-por-su-lado-defendiendo-una-soberania-insensata.html
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ridad en la materia. El liderazgo de la OMS no debe ser meramen-
te ornamental. Todo lo contrario: se debe consolidar la jefatura 
de esta agencia incluso en el ámbito de una política en materia de 
salud pública mundial, en donde sus directrices se puedan aplicar 
con firmeza y no queden solo en el plano de las recomendacio-
nes. Esta institución no solo no debe desaparecer o ver disminui-
das sus facultades sino que, antes bien, estas últimas tendrían que 
potenciarse, amplificarse y robustecerse. Una OMS fuerte iría en 
el sentido de un rule of law supranacional, que tenga primacía 
sobre la soberanía nacional exacerbada.

Es menester hacer un breve apunte sobre la democracia sani-
taria. Una ciudadanía sanitaria es aquella que asume un rol mucho 
más activo en la satisfacción del derecho a la protección de la salud 
y las prestaciones de esta índole. Se preocupa pero sobre todo se 
ocupa en la materialización de las garantías de tal derecho y prerro-
gativas conexas como el acceso a la información pública, la alimen-
tación, la cultura física y el deporte, por mencionar solo algunas 
de ellas. La ciudadanía sanitaria se entiende, desde luego, en clave 
democrática amplia. Por ello es que la democracia sanitaria se re-
fiere precisamente a diversificar los intervinientes en asuntos de-
cisionales de salud pública, lo cual evidentemente se maximiza en  
crisis de gran calado como la que estamos viviendo. Se orienta,  
en este sentido, a descentralizar las determinaciones en esta materia,  
de tal suerte que no recaigan exclusivamente en el Gobierno, sino 
que fomenten la participación colectiva y el empoderamiento ciu-
dadano, sin dejar de reconocer el papel de las y los expertos, médi-
cos y personal que cotidianamente lidian con estas problemáticas.

V. Democracia sanitaria y postpandemia

Tanto la ciudadanía sanitaria como la democracia sanitaria deben 
reivindicar aspectos como un compromiso financiero mayúsculo 
de los Estados nacionales y de la comunidad internacional en la 
investigación médica y científica, el redimensionamiento de un 
importante tema como el cuidado, la promoción de la salud como 
política pública y como estrategia compartida, la precisión en la 
información sanitaria, la lucha por la igualdad en salud a escala 
global, la procuración de una alfabetización en la materia en to-
dos los estratos, el fomento de un asociacionismo de las y los pa-
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cientes, así como el ampliar la visión de una gobernanza en salud 
cuya convocatoria sea poderosa, solo a manera de algunas ideas.

Los siguientes elementos son sumamente importantes cuan-
do hablemos de la democracia sanitaria en el contexto de la nue-
va normalidad y de la postpandemia:

1)	 acceder al sistema de salud en condiciones de libertad e 
igualdad; 

2)	 optimizar la infraestructura sanitaria; 
3)	 mejorar la calidad de hospitales, clínicas y centros de 

atención en general; 
4)	 dignificar el desarrollo profesional de todo el personal sa-

nitario; 
5)	 fomentar el incremento de estudiantes de medicina; 
6)	 sacar provecho de las tecnologías de información y comu-

nicación; 
7)	 configurar una red internacional de intercambio de infor-

mación sanitaria e investigación sobre temas médicos y 
científicos de coyuntura; 

8)	 ligar adecuadamente a la salud con la educación y el ejer-
cicio de la información; 

9)	 garantizar las vacunas y los fármacos esenciales más utili-
zados por la población —bienes fundamentales en la ter-
minología de Ferrajoli, tal y como lo plantea por ejemplo 
en su propuesta de Constitución de la tierra—;12 

10)	involucrar de todas las maneras posibles al sector privado 
y al sector social con los principales desafíos en materia 
de salud pública.

Así las cosas, se observa en el horizonte un cambio de para-
digma en doble vertiente: una, que ponga énfasis en la transición 
de las y los pacientes pasivos a las y los ciudadanos sanitarios, no 
solo conscientes de sus derechos sino capaces de encauzarlos con 
todas sus letras; la otra, no menos importante, que vaya en sinto-
nía con la emergencia de una dimensión sanitaria de la democra-
cia de calidad como modelo de convivencia en la contemporanei-
dad. La pandemia fue una prueba mayor de ciudadanía y debemos 
articular nuestro presente y nuestro futuro con base en ello.

12	 Véase Ferrajoli, Luigi, Por una Constitución de la tierra. La humanidad en la 
encrucijada, 2a. ed., trad. de Perfecto Andrés Ibáñez, Madrid, Trotta, 2023.

| 320 

Edgar Alán Arroyo Cisneros



VI. Planteamiento conclusivo

El derecho a la protección de la salud es uno de los derechos 
fundamentales de naturaleza social vitales para el desarrollo ar-
mónico de las personas, por la sencilla circunstancia de que sin 
salud no hay una vida digna. En este sentido, protegerlo, dimen-
sionarlo y potenciarlo adecuadamente luce como algo obligatorio 
en nuestra contemporaneidad, sobre todo cuando observamos 
que el bienestar de la humanidad también entra en juego, como 
quedó demostrado con el COVID-19.

La Corte IDH ha desarrollado diversos estándares interpre-
tativos cuando hacemos alusión al derecho a la protección de la 
salud, los cuales son un marco de referencia obligado para que  
los Estados desplieguen sus respectos marcos normativos y siste-
mas de políticas públicas, involucrando desde luego a los miem-
bros de la sociedad civil organizada.

La pandemia COVID-19 constató que el derecho a la protec-
ción de la salud, en muchas latitudes, es solo una quimera o una 
promesa constitucional de difícil realización. La endeble infraes-
tructura sanitaria global quedó rebasada por una enfermedad que 
tomó al mundo por asalto, lo cual trae consigo el imperativo de 
diseños institucionales mucho más sólidos al respecto.

Una democracia sanitaria es una de las mejores cosas que po-
demos edificar, construir y perfeccionar de cara al futuro cercano, 
pues se trata de una articulación del diálogo y de las acciones con-
juntas entre personal médico, empresas farmacéuticas, gobiernos y 
pacientes, los cuales deben convertirse en ciudadanas y ciudadanos 
sanitarios cuyos derechos fundamentales se ejerzan a cabalidad.

El escenario postpandémico que vive el mundo, lejos de re-
lajarnos en cuanto a las preocupaciones sanitarias, debe ser un 
motor de propulsión en aras de estar preparados para las crisis 
futuras que, en un momento u otro, habrán de llegar, incluso con 
diferente nivel de intensidad y letalidad a comparación de lo que 
sucedió con el COVID-19. Aunque algunos sectores poblaciona-
les pudieran haber quedado mentalmente agotados a causa de las 
restricciones que se vivieron por la contingencia, lo cierto es que 
no hay que bajar la guardia; tal circunstancia, ni más ni menos, es 
uno de los mejores ejercicios de ciudadanía sanitaria que pode-
mos llevar a cabo.
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